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ción, en la materia que es competencia estatal, orden público
y seguridad ciudadana, la Delegación del Gobierno de la Junta
de Andalucía estimó que dada la importancia que tiene esta
materia en la actualidad y el nexo de causalidad que puede
producir a la autorización de ampliación de dicho horario con
la seguridad ciudadana, es por lo que no se autorizó la pre-
tensión que el recurrente hubiera deseado, máxime cuando
en el informe de la Guardia Civil Subdelegación del Gobierno
es desfavorable.

De todo lo expuesto, no nos queda más que confirmar
la resolución impugnada por cuanto no se han establecido
circunstancias especiales que hagan valorar adecuadamente
la necesidad de autorizar un horario especial para el local
en cuestión, máxime cuando de los informes solicitados, esti-
man, al menos uno, en sentido desfavorable, teniendo en cuen-
ta además que es una potestad discrecional la que concede
el artículo 6 de la Orden de 14 de mayo de 1987, a la Dele-
gación del Gobierno competente para autorizar horarios espe-
ciales, y no observando la indefensión alegada por el recurren-
te, ya que el procedimiento ha sido el establecido en la Orden
de la Consejería de Gobernación, de 14 de mayo de 1987,
ya que como establecen reiteradas sentencias del Tribunal
Supremo, como la de 25 de mayo de 1998, STS 20-01-98,
“Se cumplen los fines de la motivación siempre que se den
a conocer al destinatario las auténticas razones de la decisión
y permitir frente a ella la adecuada defensa”, extremo éste
que ha culminado con la interposición del correspondiente
recurso de alzada.

En consecuencia, vistos la Orden de 14 de mayo de 1987,
por la que se determinan los horarios de establecimientos públi-
cos, la Orden de 19 de octubre de 1987, que regula el docu-
mento que han de exhibir los establecimientos a que se refiere
la Orden de 14 de mayo de 1987, así como las demás normas
de especial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso
interpuesto, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 18 de noviembre de 2002.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 18 de noviembre de 2002, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don Manuel González Salado,
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno en
Cádiz, recaída en el Expte. CA-16/02-MR.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente, don Manuel González Salado, de la resolución
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso admi-
nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado de
Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),

pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintinueve de agosto de dos
mil dos.

Visto el recurso de alzada interpuesto y con base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Mediante Acta formulada por miembros de la
Unidad del Cuerpo Nacional de Policía, adscrita a la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, con fecha 10 de enero de
2002, se denuncia la instalación y funcionamiento de la
máquina recreativa Tipo B, modelo Cirsa Corsarios, con serie
y número 99-2049 y matrícula CA-13371, en el estableci-
miento denominado “Bar Diego”, sito en C/ Diego Fernández
Herrera, 9, de Jerez de al Frontera (Cádiz), por supuesta infrac-
ción a la vigente normativa sobre Máquinas Recreativas y de
Azar.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, por la que se
imponía al recurrente una multa por importe de 902 E como
responsable de una infracción a lo dispuesto en el artículo 25.4
de la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de
la Comunidad Autónoma de Andalucía, y en los artículos 21
y 24 del Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar,
aprobado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre, en relación
con el artículo 43.1 del mismo Reglamento, tipificada con
el carácter de grave en el artículo 29.1 de la Ley 2/86, de
19 de abril, y artículo 53.2 de dicho Reglamento.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone recurso de alzada, cuyas argu-
mentaciones se dan por reproducidas, al constar en el corres-
pondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley
6/83, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, es competente para la resolución
del presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

La Orden de 18 de junio de 2001 (BOJA núm. 79, de
12.7.2001) delega la competencia en materia de resolución
de recursos administrativos al Ilmo. Sr. Secretario General Téc-
nico de la Consejería de Gobernación de la Junta de Andalucía.

I I

El artículo 4.1.c) de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-
via, en los términos que reglamentariamente se determinen,
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”, con-
templando expresamente, en su artículo 25, la necesidad del
documento del boletín al establecer que “las máquinas recrea-
tivas clasificadas en este artículo deberán estar inscritas en
el correspondiente Registro de Modelos, estar perfectamente
identificadas y contar con un boletín de instalación debida-
mente autorizado, en los términos que reglamentariamente
se determinen”.

De acuerdo con esta remisión al reglamento, realizada
por la ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su disposición adicional segunda, el artículo 21 de la norma
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reglamentaria establece que “Las máquinas sujetas al presente
Reglamento deberán hallarse provistas de una Guía de Cir-
culación, del documento de matrícula, del boletín de insta-
lación y, en su caso, del justificante del abono de la tasa
fiscal del juego correspondiente; asimismo deberán estar pro-
vistas de marcas de fábrica en los términos previstos en el
artículo 25 del presente Reglamento”, desarrollándose en los
artículos posteriores el contenido de cada uno de los docu-
mentos referidos.

Por su parte, el artículo 43.1 del Reglamento establece
que:

“La autorización de instalación consistirá en la habilitación
administrativa concedida por la Delegación de Gobernación
de la provincia a la empresa titular de la autorización de explo-
tación, para la instalación individualizada de una máquina
en un determinado establecimiento.”

Asimismo el artículo 25.4 de la Ley 2/86, dispone:

“Las máquinas clasificadas en este artículo deberán estar
inscritas en el correspondiente Registro de Modelos, estar per-
fectamente identificadas y contar con un boletín de instalación
debidamente autorizado, en los términos que reglamentaria-
mente se determinen.”

No obstante lo anterior, el artículo 53.2 del citado Regla-
mento califica como infracción grave:

“Permitir o consentir, expresa o tácitamente, por el titular
del negocio que se desarrolla en el establecimiento, la explo-
tación o instalación de máquinas de juego, careciendo de la
autorización de explotación o de la de instalación”.

Resulta, a la luz de las disposiciones legales reseñadas
y de la documentación obrante en el procedimiento sancio-
nador tramitado, que se ha constatado una infracción admi-
nistrativa en materia de juego por carecer la máquina en cues-
tión de toda la documentación precisa para su identificación.

I I I

Sobre el fondo del recurso, y teniendo en cuenta las ale-
gaciones planteadas por el recurrente, hemos de significar que
este procedimiento se ha iniciado por cometerse un hecho
típicamente antijurídico, por cometerse una infracción a lo dis-
puesto en el artículo 25.4 del Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar considerado como infracción grave en
el artículo 29 de la Ley 2/86, y por lo tanto lo que debe
hacer la Administración es sancionar el ilícito administrativo
que se ha cometido, pues es la encargada de velar por el
buen funcionamiento de la actividad del Juego, concluyendo
que no se puede ejercer una actividad hasta que no se expide
por la Delegación correspondiente el documento que otorgue
ese derecho.

En este sentido se expresa la sentencia del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía, -aunque referida al anterior regla-
mento, igualmente válida- de 20.1.1997: “No son atendibles
desde luego dichos argumentos, haciendo nuestras las exten-
sas consideraciones de la Resolución aquí revisada, el boletín
de instalación debidamente sellado es exigido no sólo por el
Reglamento sino por la propia Ley (artículo 25.4), de modo
que sin aquél, la máquina no puede ser explotada aunque
cuente con el resto de los requisitos exigidos.(...)(...) Por ello
aunque una máquina cuente con la debida autorización para
su explotación y esté al corriente del pago de tasas e impuestos
requiere, por mandato legal y reglamentario, un requisito más,
el boletín de instalación debidamente sellado, de tal manera
que sin aquél la máquina no puede ser explotada, sin que
la petición de solicitud sea suficiente, debiendo esperar a su
obtención para poner en explotación la máquina en cuestión
en el establecimiento donde se pretenda instalar”. También,
en este sentido se expresa la de 27 de enero de 1997.

I V

Sobre la cuestión de la duplicidad de expedientes, hay
que señalar que tal alegación debe desestimarse, significando
que, en el caso que nos ocupa, el objeto por el cual se le
sanciona es el permitir o consentir la instalación o explotación
de máquinas careciendo de algunas de las autorizaciones pre-
vistas en el Reglamento, tal y como lo dispone el artículo
53.2 del Reglamento en relación con el artículo 29 de la
Ley 2/86, de 19 de abril, por lo que esta conducta no está
exenta del reproche administrativo correspondiente y por lo
cual los hechos que se han considerado probados no quedan
desvirtuados, ya que el recurrente no ha aportado alguna prue-
ba concluyente o documento que refleje una alteración de
las circunstancias que provocaron la apertura del presente
expediente sancionador, concluyendo que debemos tener pre-
sente lo dispuesto en el artículo 130 de la Ley 30/92, de
26 de noviembre, que señala expresamente que “Solo podrán
ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción admi-
nistrativa las personas físicas y jurídicas que resulten respon-
sables de los mismos aun a título de simple inobservancia”,
ya que, como establece la Sentencia del Tribunal Supremo
de 13 de octubre de 1989, “Uno de los componentes prin-
cipales de las infracciones administrativas, por su naturaleza
subjetiva, es la culpabilidad”. La otra tipificación por la cual
se le sanciona a la empresa operadora viene recogida expre-
samente en el artículo 53.1 del Reglamento, pero se trata
de un expediente diferente al que ahora nos ocupa, ya que
se trata de dos infracciones diferentes, por un lado se sanciona
a la empresa operadora por tener una máquina de su propiedad
instalada careciendo de la autorización reglamentaria y por
otro al titular del establecimiento, por permitir la instalación
de la máquina en su local.

Sobre la imputabilidad solidaria, que el recurrente mani-
fiesta que está contenida en la resolución impugnada, y que
hemos de advertir que tal imputación solidaria no la recoge
ni la resolución impugnada ni el propio texto legal y regla-
mentario ya que como ha manifestado en reiteradas ocasiones
el Tribunal Supremo, como en la Sentencia de 2 de julio de
1998, Sala de lo Contencioso-Administrativo, al estimar que
la imputación solidaria que hacía el Reglamento de Juego
de una determinada Comunidad Autónoma era nula de pleno
derecho, “El acto administrativo impugnado no puede ser
declarado conforme a Derecho ni aun estimando que impone
a cada uno de los sancionados una multa como responsables
de infracciones susceptibles, la una de ser cometida por el
titular del negocio y la otra por la Empresa Operadora, pues,
aunque así se hubiese producido, no sería posible conservar
el acto con este alcance sancionador porque, al anular la Sala
la declaración administrativa de responsabilidad solidaria y
hacer una declaración de responsabilidad personal e indivi-
dual, estaría sustituyendo el acto administrativo por otro dife-
rente a aquél que se pronunció en el expediente sancionador
sobre la base de una responsabilidad solidaria que se imputó
ya desde el acta de infracción, dejando a los interesados en
verdadera situación de indefensión, al tiempo que se desna-
turalizaría la singular competencia de esta Jurisdicción como
revisora del quehacer administrativo, lo que, en definitiva, no
deja otra alternativa que la íntegra estimación de este recurso
contencioso-administrativo con la declaración de nulidad de
los actos recurridos por ser nulo de pleno Derecho el precepto
aplicado por la Administración para sancionar solidariamente
a la empresa operadora y a la titular del establecimiento donde
se encontraba instalada la máquina recreativa y que carecía
en el momento de la inspección de la precisa documentación,
como así lo ha entendido la jurisprudencia de esta Sala rei-
teradamente al enjuiciar cuestión equivalente a la aquí deba-
tida”, expresando la misma sentencia que “no es aceptable
la imputación genérica que en el artículo 46.1 del tan citado
Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar se hace de
una responsabilidad solidaria en las infracciones por incum-



BOJA núm. 144Página núm. 23.836 Sevilla, 7 de diciembre 2002

plimiento de los requisitos que han de reunir las máquinas,
al margen de toda consideración sobre quién sea el autor
de la infracción sancionable, dado que la responsabilidad soli-
daria, como forma eficaz de garantizar el cumplimiento de
las obligaciones contractuales o extracontractuales, no puede
trascender al ámbito del Derecho sancionador porque no se
compadece con el fundamento del sistema punitivo, según
el cual cada uno responde exclusivamente de sus propios actos,
sin que quepa, en aras de una más eficaz tutela de los intereses
públicos, establecer responsabilidad punitiva solidaria por
actos ajenos. Cuestión distinta es la posible tipificación de
conductas que, por acción u omisión, puedan estimarse por
ley formal sancionables, o que ésta disponga diferentes formas
de participación en el hecho tipificado como tal infracción
y señale expresamente la sanción a que estas formas par-
ticipativas corresponda, pero lo que no cabe es la imputación
solidaria de responsabilidades punibles o sancionables, y sien-
do éste el significado del citado artículo 46.1 del Reglamento
de Máquinas Recreativas y de Azar, debe este precepto con-
siderarse nulo de pleno Derecho, acarreando la nulidad de
los actos realizados por la Administración a su amparo, en
razón a que tal imputabilidad solidaria impide la efectividad
de un principio fundamental del orden sancionador, cual es
el de la proporcionalidad, al no ser susceptible la sanción
impuesta solidariamente de graduación o moderación aten-
diendo a las circunstancias personales e individuales de cada
uno de los infractores, lo que, en definitiva, corrobora la vul-
neración del principio fundamental, antes aludido, de respon-
sabilidad personal(...)”.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del juego y apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto
491/96, de 19 de noviembre, y demás normas de general
y especial aplicación, resuelvo desestimar el recurso interpues-
to, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.S. El Viceconsejero,
Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 18 de noviembre de 2002.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 18 de noviembre de 2002, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don José María Astolfi Pérez
de Guzmán, en representación de Centros Comerciales
Carrefour, SA, contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno en Sevilla, recaída en el Expte. 432/00.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente Centros Comerciales Carrefour, S.A., de la reso-
lución adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
administrativo interpuesto contra la dictada por el Delegado
de Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de

esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don José María
Astolfi Pérez de Guzmán, en nombre y representación de la
entidad “Centros Comerciales Pryca, S.A.” (en la actualidad
“Centros Comerciales Carrefour, S.A.”), contra Resolución de
la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla,
de fecha 14 de mayo de 2001, recaída en el expediente
núm. 432/00,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Sevilla dictó la Resolución de referencia, por la que
se impuso a la citada entidad la sanción de cien mil pesetas
(100.000 ptas.), o seiscientos un euros con un céntimo
(601,01 E), de conformidad con los antecedentes de hecho
y fundamentos de derecho contenidos en la misma, a la que
nos remitimos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior Resolución, se interpuso
recurso de alzada, en el que, en síntesis, alega:

- Caducidad de la acción para perseguir la infracción
administrativa, al amparo de los arts. 42 y 44 de la
Ley 30/1992, al transcurrir más de 6 meses entre la fecha
del Acuerdo de Iniciación y la fecha de dictado y notificación
de la resolución.

- Inexistencia de infracción de los preceptos que se con-
sideran infringidos en el Acuerdo de Iniciación, ya que sí se
disponía de unidades del perchero ofertado en la oferta.

- Inexistencia de infracción y falta de culpabilidad.
- Inaplicabilidad del art. 36 de la Ley 26/1984, de 19

de julio.
- Indefensión, al no practicarse las pruebas solicitadas.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. La Ley 17/99, de 28 de diciembre, de Anda-
lucía, sobre Medidas Fiscales y Administrativas, respecto a
las medidas en materia de procedimientos administrativos,
dispone en el artículo 40, denominado “Duración máxima de
los procedimientos” que:

“El plazo máximo para resolver y notificar la resolución
de los procedimientos administrativos incluidos en el Anexo
de esta Ley será el establecido para cada uno de ellos en
dicho Anexo.”

La Disposición Final segunda, sobre “entrada en vigor”
establece que “La presente Ley entrará en vigor el día 1 de
enero del año 2000”.


